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Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida el 9 de agosto de 2022, por 

el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

 

Temas: legitimación en la causa, prescripción, rendición de cuentas 

administrador de sociedad de hecho. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

por virtud de apelación interpuesta por la parte demandada, en contra de la 

sentencia proferida el 9 de agosto de 2022, ha llegado a esta Corporación el 

proceso verbal promovido por Juan Uribe Sierra en contra de Oscar Alberto 

Ruiz Uribe a través del cual la parte demandante pretende lo siguiente: 

 



“PRIMERO: Ordenar la rendición (provocada) de cuentas al Señor 

OSCAR ALBERTO RUIZ, en su condición de socio administrador de los 

bienes de la Sociedad de Hecho declarada judicialmente, 

correspondiente al periodo comprendido entre el mes de septiembre de 

2009 y la fecha actual.  

 

SEGUNDO: Señalar un término prudencial para que el demandado 

presente tales cuentas, adjuntando los documentos, comprobantes y 

demás anexos que le sustenten.  

 

TERCERO: Una vez rendidas, tramitar dichas cuentas con arreglo a lo 

ordenado por el ordenamiento procesal.  

 

CUARTO: Advertir al Señor OSCAR RUIZ que de no rendir las cuentas 

solicitadas podrá mi mandante estimar el saldo de la deuda que pueda 

resultar, bajo juramento, es decir la suma de TRESCIENTOS NOVENTA 

Y DOS MILLONES NOVECIENTOS DIESCINUEVE MIL SEISCIENTOS 

NOVENTA Y NUEVE PESOS M.L ($392.919.699), de conformidad con el 

juramento estimatorio (…) (sic fl 4 pdf 03) 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que el “juzgado Cuarto Civil del Circuito de Medellín, mediante sentencia 051 

de fecha abril 27 den 2012 declaró la existencia de la Sociedad de Hecho entre 

los señores JUAN URIBE SIERRA y OSCAR RUIZ URIBE, surgida en el mes de 

septiembre de 1978, dentro del proceso con radicado 

05001310300420090060200”. Providencia esa que fue confirmada por la 

“Sala Civil Especializada de Restitución de Tierras”. 

 

Que desde septiembre de 2014 se encuentra en trámite el proceso de 

liquidación de esa sociedad, mediante el proceso con radicado 

05001310300420140097300. 

 

Que el señor Oscar Alberto Ruiz Sierra ostenta la calidad de socio 

administrador de la sociedad de hecho, tal como fue declarado por el Juzgado 

Cuarto Civil del Circuito de esta Ciudad. 

 



Que el demandado desde septiembre de 2009 no ha liquidado ni pagado 

utilidad alguna al demandante, pues 

 

“(…), tal como consta en la declaración rendida por el señor RUIZ, ante 

el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y como fue declarado por ese mismo 

despacho en la sentencia proferida el 27 de abril de 2012, el señor 

OSCAR RUIZ cancelaba para esa fecha, es decir septiembre de 2009, la 

suma de SEISICENTOS MIL PESOS M.L. ($600.000) mensuales en favor 

de mi mandante, como reconocimiento a las utilidades en que le 

correspondian en la sociedad” (sic hecho 5º fl. 2) 

 

Que pese a los múltiples requerimientos realizados al señor Oscar Alberto, se 

ha negado a prestar colaboración en el proceso liquidatario y ha incumplido 

lo preceptuado en el artículo “633 del Código Civil” (sic), según el cual 

“(E)fectuadas las incripciones exigidas por el artíuclo precedente (sic), el 

administrador o gerente de la sociedad entregará al liquidador los bienes, 

libros y papeles de ella, mediante inventario suscrito por ambos” (sic fl 2). 

 

Que para septiembre de 2009 el demandante recibía por concepto de 

utilidades la suma de $600.000 mensuales, como lo confesó el señor Oscar 

Alberto en interrogatorio rendido el 30 de marzo de 2011, muy a pesar de lo 

cual este dejó de pagar una vez el actor le manifestó que iniciaría el proceso 

para declarar la existencia de la sociedad de hecho,  en el marco del cual, 

específicamente el 23 de enero de 2019, el señor Edwar de Jesús Gallego 

Castañeda fue designado por el liquidador, señor Pedro Pablo Álvarez, para 

que estableciera el monto de las ventas realizadas en los “locales comerciales 

objeto de la sociedad de hecho declarada judicialmente” (fl ibídem), arrojando 

como resultado una suma mensual de utilidades de $12.578.219. 

 

Que a pesar de lo anterior, el 5 de junio de 2019, el apoderado del demandado 

presentó ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Medellín los resultados 

de la sociedad con corte al 31 de mayo de 2019, reportando por concepto de 

utilidades la suma de $5.736.055 que justificó así: “sustento personal del 

propietario $4.472.200 y como utilidad neta del ejercicio $1.263.855” (fl 3). 

 

Que  

 



“(D)e acuerdo con los estados financieros presentados por el Socio - 

administrador de la sociedad de hecho decretada judicialmente, las 

utilidades declaradas ascienden mensualmente a la suma de CINCO 

MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y SEIS MIL CINCUENTA Y CINCO 

PESOS M.L. ($ 5.736.055) , utilidades que deben ser distribuidas entre 

los dos socios correspondiendo a cada uno de ellos la suma de DOS 

MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL VEINTISIETE PESOS 

M.L. ($ 2.868.027) mensuales” (ibídem). 

 

Que la suma adeudada al demandante, considerando las utilidades dejadas 

de percibir desde el mes de septiembre de 2009, asciende a $392.919.699. 

 

RÉPLICA 

  

La demanda fue admitida por auto fechado el 5 de febrero de 2021 (pdf 06), 

y notificado el demandado procedió a contestar de la siguiente manera (pdf 

11): 

 

Aceptó los hechos primero, segundo y tercero relativos a las causas judiciales 

en que se declaró la existencia de la sociedad de hecho y se dispuso su 

liquidación. Empero, negó parcialmente la afirmación en la que se le atribuye 

la calidad de administrador de esa sociedad, porque  

 

“(E)s verdad que el señor Oscar Alberto Ruiz Uribe, fue socio en la 

sociedad de hecho construida con el señor Juan Uribe Sierra, pero solo 

hasta la fecha de la ejecutoria de la sentencia de segunda instancia, 

proferida el día seis (6) de agosto del año dos mil catorce (2014), porque 

la providencia de primera instancia dictada el día veintisiete (27) de abril 

del año dos mil doce (2012), dijo en el ordinal Segundo del fallo: 

«Consecuente con lo anterior, se declara su estado de disolución y se 

ordena SU LIQUIDACIÓN, conforme las reglas legales que para el efecto 

consagra la ley». 

 

No es cierto que, hasta la fecha, el señor Oscar Alberto Ruiz Uribe ostenta 

el cargo de administrador, porque la dicha sociedad fue declarada 

disuelta el día seis (6) de agosto del año dos mi catorce (2014), por 

tanto, ya no existe sociedad y por sustracción de materia, mucho menos 



existen socios ni administrador. Pues para acreditar lo afirmado, la parte 

demandante no aporta ningún acta ni documento alguno que acredite el 

nombramiento del señor Oscar Alberto Ruiz Uribe como administrador de 

una sociedad que ya no existe”.  

 

Además, aclaró que nunca se ha negado a colaborar con el trámite del proceso 

de liquidación, pues la norma citada en la demanda (artículo 633 del Código 

Civil) no corresponde al caso y lo cierto es que en la demanda de liquidación 

ni siquiera se determinaron los bienes que hacen parte de la sociedad, como 

quiera que lo buscado por el demandante siempre ha sido apoderarse de uno 

de los locales que nunca hicieron parte del contrato social, en tanto que su 

dominio está en cabeza de Empresas Varias de Medellín. 

 

No obstante lo anterior, aceptó que al demandante se le entregaban $600.000 

mensuales por concepto de utilidades, 

 

“pero aquí no se trata de reclamar utilidades que se dejaron o no de 

pagar, sino de liquidar una sociedad que fue declarada disuelta por orden 

judicial. 

 

Y se ha dilatado como consecuencia de que la parte demandante se ha 

dedicado a solicitar la inclusión como bienes de la sociedad unos locales 

comerciales que son propiedad de las Empresas Varias de Medellín. Sin 

haber hecho lo que correspondía, esto es, relacionar los bienes de pan 

coger (frutas y verduras) que existían al momento de la disolución de la 

sociedad para su respetiva liquidación” (fl 5). 

 

En cuanto a las utilidades supuestamente obtenidas durante el trámite del 

proceso de liquidación, aseguró que en realidad la contadora Nancy Restrepo 

en escrito que hace parte del proceso con radicado 2014-00973 certificó los 

asientos contables de abril y mayo de 2019, con base en facturas de venta y 

gastos porque el Juez ordenó llevar contabilidad aun cuando el demandado 

siempre ha pertenecido al régimen simplificado. Además, en el informe 

contable se aclaró, en cuanto a los bienes en “proyecto de cesión”, que no 

pueden ser incluidos en la contabilidad porque en realidad son inenajenables 

en la medida que son espacios que se ocupan para la actividad comercial, sin 

más derecho sobre estos. 



 

Agregó que  

 

“(E)n providencia del veintiséis (26) de noviembre del año dos mil 

dieciocho (2018), el Tribunal Superior de Medellín, con ponencia de la 

Magistrada Piedad Cecilia Vélez Gaviria, resolviendo el recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada contra el auto que negó 

la objeción al inventario presentado, dijo: “Ahora bien, a términos de los 

artículos 233 y 234 del C. Co. en conjunción con el artículo 635 del C. de 

P. C., es obligación del liquidador proceder a la elaboración de un 

inventario y presentarlo para efectos de su aprobación, en nuestro caso 

por el juez de la causa. A su vez el inventario, conforme al citado artículo 

234 del C. de C o., aplicable por falta de previsión en el Código de 

Procedimiento civil, debe incluir una relación pormenorizada de los 

distintos activos sociales, como también de todas las obligaciones de la 

sociedad, con especificación de la prelación u orden legal de su pago, 

incluyendo las que solo afectan eventualmente su patrimonio, que son 

las contingentes 

 

(…)  

 

El problema radica en que por parte de la vocera de la demandante, 

como del liquidador designado, se le ha dado un alcance erróneo a lo 

decidido en los fallos de primera y segunda instancia en cuanto dichos 

juzgadores declararon la existencia de la sociedad de hecho en relación 

con la explotación económica de unos locales comerciales, como lo 

reconoce la misma apoderada al descorrer el traslado de la apelación (f. 

56- 57 de este cuadernillo), porque una cosa es que dichos locales estén 

destinados a una explotación comercial y otra, muy diferente, que la 

sociedad de hecho sea propietaria de los mismos, o tenga sobre ellos 

supuestos derechos de usufructo, no solo porque la sociedad de hecho 

no es persona jurídica, ni por ende titular de derechos y obligaciones, 

sino porque tratándose de bienes inmuebles, un usufructo sobre los 

mismos necesariamente requeriría su constitución mediante escritura 

pública. Se ha perdido de vista a todo lo largo de esta actuación, que 

todo comerciante o empresario realiza su actividad económica o empresa 

a través de uno o más establecimientos de comercio (artículo 25 C. Co.), 



por lo que necesariamente en el presente caso, el inventario de bienes y 

pasivos equivaldría a los que conforman los activos del respectivo 

establecimiento o establecimientos con los que ocupan dichos locales, 

como también de las obligaciones derivadas de las actividades propia de 

los mismos (arts. 515 y 516 ib.). Por lo que, el liquidador en ejercicio de 

sus deberes como gestor de la liquidación y amparándose en las normas 

coercitivas previstas por el artículo 233 del C. de P. C. y el numeral 4º 

del artículo 238 del C. de Co., deberá procurar la pronta restitución 

de los bienes sociales, ya estén en poder de los asociados o de 

terceros (Negrilla fuera del texto)” (fl 6). 

 

En consecuencia, las utilidades no se pueden calcular “deportivamente” 

porque en providencia del 27 de enero de 2020, donde fungió como ponente 

quien ahora lo es, se dijo que “la intervención de un contador público se hace 

indispensable, máxime considerando las evidentes falencias que para elaborar 

esta imprescindible pieza, punto de partida de toda liquidación: el inventario 

de activos y pasivos” (art. 530-1 C.G.P.), o si se quiere, de los activos sociales 

y de todas las obligaciones de la sociedad” (fl 7). 

 

Propuso entonces las que llamó “excepción” de “prescripción”. 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada así la relación procesal, se dictó sentencia en la que se resolvió lo 

siguiente: 

 

“PRIMERO: SE DECLARA que el demandado OSCAR ALBERTO RUIZ 

URIBE está obligado a rendir cuentas al demandante JUAN DE DIOS 

URIBE SIERRA, en calidad de socio y administrador de los locales 

comerciales que son el objeto principal de la sociedad que se conformó 

entre ellos y que aunque se encuentra disuelta por orden judicial, aun 

no se ha liquidado en forma definitiva; en los periodos comprendidos 

entre el mes de septiembre de 2009, y la fecha de ejecutoria de esta 

sentencia, por las razones expuestas en la presente providencia. 

 

SEGUNDO: SE ORDENA al demandado OSCAR ALBERTO RUIZ URIBE, 

de conformidad con el numeral 4º del artículo 379 del CGP, que en el 



término de SESENTA (60) días calendario, siguientes a la ejecutoria de 

la presente sentencia, rinda cuentas de su gestión como administrador 

de los locales comerciales ubicados en la plaza Minorista de esta ciudad 

de Medellín, siendo la explotación de estos el objeto social de la sociedad 

de hecho conformada, a lo cual acompañará los respectivos documentos 

que la soporten; para las fechas comprendidas entre septiembre de 2009 

y la fecha en la cual cobre ejecutoria esta providencia. 

 

TERCERO: Una vez rendidas las cuentas por la parte demandada, se 

dará aplicación al numeral 5º del artículo 379 para que la parte 

demandante se pronuncie sobre las mismas, y en caso de existir 

objeciones a aquellas cuentas, se iniciará el trámite incidental 

consagrado en la misma norma” (…) 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, la a-quo partió afirmando que no era 

necesario realizar reseña alguna sobre los hechos de la demanda y su 

contestación de conformidad con el artículo 280 del C.G.P, dicho lo cual afirmó 

que se encontraban reunidos los presupuestos procesales. 

 

Procedió a plantearse como problemas jurídicos los consistentes en 

determinar si en efecto el demandante había acreditado los presupuestos 

axiológicos de la pretensión de rendición de cuentas, resuelto lo cual debía 

también verificarse la procedencia de ordenar la rendición de cuentas en el 

marco de las fechas narradas en la demanda. Además, se cuestionó sobre la 

procedencia de la prescripción alegada por el demandado con base en el 

artículo 256 del Código de Comercio. 

 

Para resolver esos problemas procedió a citar doctrina al respecto del objeto 

del proceso de rendición de cuentas, mismo que redujo a determinar la 

obligación de responder por la gestión de negocios ajenos a petición de los 

legitimados, con la aclaración de que esa rendición también puede ser 

espontánea y corresponde presentarla a quien considere deberlas.  

 

Citando a la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia aseguró que en este 

tipo de trámites se debe establecer quién debe, a quién y cuánto, para en 

consecuencia declarar la existencia de un saldo que debe pagar el obligado. 

Luego, primero se establece la obligación de rendir cuentas y luego se trata 



lo relativo al saldo resultante de las cuentas, es decir, se requiere del 

agotamiento de dos etapas. 

 

Para efectos de lo anterior, aclaró la Juez, el demandante debe estimar lo que 

se le adeude o considere deber y no se aplica la sanción consagrada en el 

artículo 206 del C.G.P, pues para objetar la estimación el demandado debe 

aportar las cuentas con los soportes. En caso de oposición, por tanto, en la 

sentencia se resuelve sobre la obligación de rendir cuentas y se señala el 

término para hacerlo.  

 

Entrando en el caso concreto, abordó los problemas jurídicos planteados y 

comenzó por resaltar que la prueba documental da firmeza a las afirmaciones 

del demandante, pues en la sentencia del Juzgado Cuarto Civil Circuito de 

esta ciudad, dictada dentro del “proceso ordinario” con radicado 2009-00602, 

se declaró la existencia de una sociedad comercial de hecho entre las partes 

aquí involucradas que data desde el mes de septiembre de 1978, por lo cual 

se ordenó su liquidación. Esa providencia, además, fue confirmada por el 

superior. 

 

Procedió a referirse a las pruebas documentales, en el marco de lo cual resaltó 

las siguientes: 

 

- informe presentado por el demandado el 5 de junio de 2019 en el 

trámite de liquidación de la sociedad, en el que declaró unas utilidades 

mensuales de $5.736.055 por la explotación comercial de los locales 

ocupados por la sociedad. 

 

- copia interrogatorio de parte rendido por el demandado ante el Juzgado 

Cuarto Civil del Circuito de Medellín el 30 de marzo de 2011, en el cual 

reconoció que él pagaba en forma mensual al demandante la suma de 

$600.000 por concepto de utilidades. 

 

- copia del informe rendido por Edwar de Jesús Gallego, quien fue 

designado por el liquidador para verificar las ventas que se hacían en los 

locales comerciales de manera diaria. El señor Gallego en su declaración 

testimonial, además, indicó que las ventas fueron manejadas por el 

demandado en compañía de su hijo. 



 

- interrogatorio del demandado en este proceso en el que afirmó que 

había comenzado a trabajar de la mano del demandante, quien le dio la 

oportunidad cuando aun era muy joven, lo que ocurrió en la plaza de 

mercado del barrio Castilla, pero cuando ya aprendió a trabajar, el 

demandante se dedicó a otros asuntos y él manejaba el negocio a la 

plaza incluso cuando se trasladaron para “La Minorista”, gracias a unos 

contratos que se suscribieron a nombre del demandado. También 

manifestó el demando que el actor eventualmente le ayudaba hasta las 

7 u 8 de la mañana, a cambio de lo cual se le retribuía con una suma de 

dinero además del “mercado para la casa”, pero no porque fuera su socio 

sino por un sentimiento de gratitud. 

 

- copia del proceso que sigue en trámite ante el Juzgado Cuarto Civil del 

Circuito de esta ciudad. Allí se ha requerido al demandado para que 

entregue estados de cuenta, lo que tiene sentido porque se trata de un 

proceso liquidatario en el que ya no se puede desconocer la existencia 

de la sociedad, pero mientras ello ocurre, es claro que los locales 

comerciales existen y funcionan bajo la dirección del demandado, muy a 

pesar de que este declaró que desde el año 2016 o 2017 ya no labora 

allí por una operación de columna, dejando entonces a cargo a su hijo. 

Sin embargo, el testigo Edwar Gallego estuvo físicamente en “La 

Minorista” en el año 2019, observando el trabajo directo del señor Oscar 

en forma diaria y permanente. 

 

En conclusión, encontró acreditada la calidad de administrador en el 

demandado como hecho suficiente para ordenar la rendición de cuentas. Por 

tanto, procedió a referirse a la prescripción alegada por el demandado con 

base en lo dispuesto en el artículo 256 del Código de Comercio, para decir 

que esta norma no aplicaba para este trámite, porque regula las acciones de 

los socios en el proceso de liquidación y ese proceso ni siquiera ha terminado. 

Dijo la Juez: “estamos frente a una acción de rendición que puede servir 

incluso para resolver el tema de la liquidación” 

 

Además, el demandado para su defensa aportó pruebas documentales tales 

como: i) auto que admitió la liquidación de sociedad con radicado 004-2014-

00973; ii) certificación de la contadora Nora Inés Restrepo; iii)  auto del 27 



de enero de 2020, proferido por la Sala Civil del Tribunal donde se resolvió 

apelación de decisión que resolvió sobre una excepción previa; iv) copia de 

inventario elaborado el 11 de abril de 2016; v) copia de documento llamado 

proyecto de cesión de bienes de 2016; y vi) trabajo de adjudicación del año 

2017. 

 

De esas pruebas, dijo la Juez, lo que realmente se deduce es la necesidad de 

acceder a las pretensiones porque permiten concluir que el demandado sí está 

obligado a rendir cuenta entre septiembre de 2009 y la fecha de ejecutoria de 

la sentencia. 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandada se alzó en su contra, alegando 

como reparos concretos los que pasan a individualizarse (por escrito dentro 

de los tres días siguientes a la notificación de la sentencia): 

 

PRIMERO: el Juzgado de primera instancia declaró 

 

“que el señor OSCAR ALBERTO RUIZ URIBE, en calidad de socio y 

administrador de la sociedad de hecho declarada judicialmente, está 

obligado a rendir cuentas en favor del señor JUAN URIBE SIERRA, por el 

período comprendido entre el mes de septiembre del año 2009 y la fecha 

de ejecutoria de la presente sentencia, tendiendo en cuenta que las 

utilidades de la explotación de la sociedad comercial de hecho no han 

sido de conocimiento de la parte demandante atendiendo a que las 

misma proceden efectivamente de la explotación o desarrollo del objeto 

social de la sociedad conformada por la partes” (fl 5 pdf 41) 

 

Con esa determinación la Juez desconoció que en la demanda de declaración 

de existencia de la sociedad de hecho lo pretendido fue la “propiedad sobre 

los locales comerciales de propiedades las Empresas Varias de Medellín, lo 

que se desprende de lo afirmado en el hecho 17 de dicha demanda cuando 

dice: El HECHO DIEZ Y SIETE; Solo con el ánimo de acreditar la competencia 

se manifiesta que el valor de los contratos sobre los locales 233 al 238 del 

sector 3 de la Plaza Minorista es SEISCIENTOS MILLONES DE PESOS M.L. y 

constituyen el activo único dentro del patrimonio de la sociedad de hecho”. 



 

Luego, ni en los hechos o las pretensiones de esa demanda se hizo referencia 

a la explotación económica de esos locales comerciales, amén que su 

propiedad corresponde a Empresas Varias de Medellín y, claro, ello impide 

que la sociedad de hecho sea titular de derecho real alguno, como lo dijo este 

Tribunal con ponencia de quien hoy funge en la misma calidad, al decantar 

que  

 

“(E)l problema radica en que por parte de la vocera de la demandante, 

como del liquidador designado, se le ha dado un alcance erróneo a lo 

decidido en los fallos de primera y segunda instancia en cuanto dichos 

juzgadores declararon la existencia de la sociedad de hecho en relación 

con la explotación económica de unos locales comerciales, como lo 

reconoce la misma apoderada al descorrer el traslado de la apelación (f. 

56- 57 de este cuadernillo), porque una cosa es que dichos locales estén 

des9nados a una explotación comercial y otra, muy diferente, que la 

sociedad de hecho sea propietaria de los mismos, o tenga sobre ellos 

supuestos derechos de usufructo, no solo porque la sociedad de hecho 

no es persona jurídica, ni por ende titular de derechos y obligaciones, 

sino porque tratándose de bienes inmuebles, un usufructo sobre los 

mismos necesariamente requeriría su cons9tución mediante escritura 

pública (…)” (fl. 6) 

 

La sentencia entonces desatiende el precepto contenido en el artículo 281 del 

C.G.P relativo a la congruencia. 

 

SEGUNDO: “la sentencia de rendición de cuentas se profirió sobre la base de 

unos informes presentados ante el Juzgado Cuarto Civil del circuito en el 

radicado número 2014-00973-00, que no existen”. Lo anterior, porque la 

“copia de resultados presentado por el mismo demandado el 5 de junio del 

año 2019 en aquel trámite liquidatario, (donde) se puede observar el valor 

declarado por aquel sore (sic) las utilidades generadas por la explotación 

comercial de los locales”, sólo se presentó  

 

“luego de que se decidiera por el Honorable Tribunal Superior de Medellín 

(providencia del 27 de enero de 2020) que los locales comerciales no 

eran propiedad de la sociedad de y en contravía de lo relacionado y 



pedido en la demanda de liquidación de la sociedad, tratando de 

establecer la existencia de unos bienes a los que no se hizo referencia 

en la demanda, unos bienes para liquidar una sociedad que se quedó sin 

bienes, contrariando la ley, en todo caso en contra de los hechos y el 

derecho” (fl. 8 reparos) 

 

TERCERO: “(S)e ha requerido al demandado para que entregue balances e 

informes de cuentas del establecimiento de comercio. Y esto viene siendo 

porque se trata de un proceso liquidatario y el liquidador es quien debe 

determinar cómo debe hacerse el reparto de los bienes que se tienen en 

aquella sociedad que fue declarada como de hecho”. Esa exigencia de 

información se hizo, dijo el apelante, después de que este Tribunal se 

pronunciara sobre la propiedad de los bienes relacionados en la demanda de 

liquidación, por lo que “esos informes qued tiene validez desde el punto de 

visa legal (sic), es los que se está fundando la ciatada rendición de cueanteas. 

Sin fundamento entonces” (sic fl 9 reparos) 

 

CUARTO: “(L)a excepción de mérito invocada por el demandado denominada 

prescripción consagrada en el artículo 256 del C. de Comercio tiene la fuerza 

suficiente para enervar total o parciamente las pretensiones de la demanda 

exonerando al demandado de la obligación de rendir cuenta en favor 

demandante”. Lo dicho, porque 

 

“(E)l artículo 256 del Código de Comercio dispone: Las acciones de los 

asociados entre sí, por razón de la sociedad…, prescribirán en cinco años 

a partir de la disolución de la sociedad 

 

Sin perjuicio de que alguno de los asociados pueda solicitar rendición de 

cuentas durante el ejercicio de la sociedad, la norma se refiere a “las 

acciones” luego de la disolución de la sociedad, que es innegable que 

entre ellas se cuentan: la liquidación de la sociedad y la rendición de 

cuentas. 

 

En consecuencia, la prescripción si es aplicable a esta dos acciones (sic): 

liquidación de la sociedad y rendición de cuentas. Afortunadamente, solo 

es el sentir del Despacho, porque no da un fundamento sólido y jurídico 

para que no se pueda aplicar, al presente caso” (ibídem) 



 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (LEY 2213 DE 2022) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 7 de 

septiembre de 2022 (notificado por estados del día 8 siguiente). Dentro del 

término a que se refiere el artículo 12 de la ley 2213 de 2022 el apelante 

radicó memorial para sustentar el recurso de apelación, en el que básicamente 

reiteró lo expresado al introducir los reparos concretos, pero insistiendo en 

que “simplemente, para provocar una rendición de cuentas, se requiere la 

preexistencia de unos bienes plenamente determinados, sobre los cuales se 

ejerce la administración”. 

 

Por su parte, el no apelante guardó silencio. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado y 

los reproches elevados por la parte apelante, de la siguiente manera pueden 

plantearse los problemas jurídicos que debe abordar la Sala en esta ocasión:  

 

¿Está el demandante legitimado en la causa? 

 

¿Están realmente reunidos los presupuestos axiológicos de la pretensión 

de rendición de cuentas? 

 

¿Operó para el caso el fenómeno de la prescripción? 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la legitimación en la causa como presupuesto material para la 

sentencia de mérito 

 

La legitimación en la causa, a diferencia de los presupuestos procesales, los 

que no son otra cosa que los requisitos que deben cumplirse para la iniciación 

y desarrollo válidos del proceso, “es uno de los requisitos necesarios e 

imprescindibles para que se pueda dictar providencia de mérito, ora favorable 



al actor o bien desechando sus pedimentos”1. Por ende, no puede confundirse 

su naturaleza con los mentados presupuestos procesales, en la medida en 

que, como se dijo, es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, 

en cuanto concierne a una de las condiciones necesarias para proveer de 

fondo sobre la pretensión planteada. 

 

Sin embargo, característica común a unos (presupuestos procesales) y a otra 

(legitimación) es que su control se impone al Juez de manera oficiosa, puesto 

que su ausencia insuperable determina, llegado el caso, obstáculo para decidir 

sobre el mérito del asunto o razón suficiente para despachar la pretensión de 

manera negativa. Al respecto, sobre la verificación de los elementos de 

eficacia y validez del proceso la Corte ha dicho 

 

“tratándose de los presupuestos procesales, siendo asunto de orden 

público, resulta obligatorio para el juez efectuar un pronunciamiento 

expreso en ese sentido, pues "entendidos como los requisitos exigidos 

por la ley para la regular formación y el perfecto desarrollo del proceso, 

deben hallarse presentes para que el juez pueda proferir sentencia de 

mérito; que su ausencia (en excepcionales casos) lo conduce a un fallo 

inhibitorio, con fuerza de cosa juzgada formal y no material; y que como 

estos requisitos implican supuestos previos a un fin pretendido, se 

impone al fallador, dado el carácter jurídico público de la relación 

procesal, el deber de declarar oficiosamente, antes de entrar a conocer 

y decidir sobre las pretensiones y excepciones deducidas por los 

litigantes y si existen o no los presupuestos del proceso..." (G.J. t. 

CCVII, pág. 212, reiterada en Cas. Civ. de 20 de octubre de 2000, exp. 

5682, G.J. t. CCLXVII) [sublíneas ajenas al texto]”.2 

 

Lo propio debe decirse sobre la legitimación en la causa, puesto que siendo 

presupuesto de mérito para proferir la sentencia de fondo, su verificación 

oficiosa por parte del Juzgador lleva a entender que  

 

 

1 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 10 de marzo de 2015. Radicado. 11001-31-03-

030-1993-05281-01. M.P. Jesús Vall de Rutén Ruiz. 

2 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 16 de diciembre de 2003. Expediente 7714-01. 

M.P. Manuel Isidro Ardila Velásquez. 



“cuando los sentenciadores de instancia asumen el estudio de la 

legitimación y determinan su ausencia en relación con alguna de las 

partes, lo que los lleva a negar la pretensión, están, en estricto sentido, 

resolviendo oficiosamente sobre los presupuestos indispensables para 

desatar de mérito la cuestión litigada.”3 

 

Con esas precisiones, debe además considerarse que legitimación en la causa 

se vincula con la titularidad de una relación jurídica y material que pretende 

ser discutida dentro del proceso. Autorizada doctrina ha dicho que aquella:4  

 

“no se refiere a la capacidad general ni a la procesal, y tampoco a la 

facultad de ejecutar válidamente ciertos actos durante el juicio; es algo 

diferente del principio de la demanda y del principio del contradictorio; 

es presupuesto de la pretensión para la sentencia de fondo; determina 

quiénes deben o pueden demandar y a quién se debe o se puede 

demandar; es personal y subjetivo; no se adquiere por cesión; debe 

existir en el momento de la litis contestatio, sin que importe que se 

altere posteriormente; sin ella no puede existir sentencia de fondo ni 

cosa juzgada. Podemos entonces concluir en qué consiste realmente y 

cuál es el criterio para distinguirla. 

 

(..) Se trata de las condiciones o cualidades subjetivas, que otorgan la 

facultad jurídica de pretender determinadas declaraciones judiciales con 

fines concretos, mediante una sentencia de fondo o mérito, o para 

controvertirlas” 

 

Ese presupuesto material, entonces, implica averiguar “tres cosas: cuándo el 

demandante tiene derecho a que se decida sobre sus pretensiones; cuándo 

el demandado es la persona frente a la cual debe decidirse, y, si ellos son las 

únicas personas que deben estar presentes en el proceso…las partes pueden 

 

3 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 10 de marzo de 2015. Op.Cit. 

4 Devis Echandía, Hernando. Nociones generales del derecho procesal civil. Madrid: Editorial Aguilar. 

1966. pp.-299-300 



estar legitimadas para la causa, tengan o no el derecho a la obligación 

sustancial” 5 

Y es así, porque ''nadie puede, en nombre propio, pretender o ser demandado 

a contradecir en proceso, resistir a una pretensión, sino por una relación, de 

la cual se atribuya o se le atribuya a él la subjetividad activa o pasiva'' (p. 371 

ibídem) 

Concretando su criterio sobre el punto, la Corte hizo la siguiente exposición:  

 

''(S)egún concepto de Chiovenda, acogido por la Corte, la legitimatio ad 

causam consiste en la identidad de la persona del actor con la 

persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la 

identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual 

es concedida la acción (legitimación pasiva)'' (Instituciones de Derecho 

Procesal Civil, I, 185) (Negrillas propias) (Sentencia de Casación 

Civil del 14 de agosto de 1995. Expediente No. 4268. M.P. 

Nicolás Bechara Simancas)6 

 

2. De la rendición provocada de cuentas 

 

No han sido pocas las oportunidades en que la jurisprudencia de la Corte ha 

dicho que el proceso de rendición de cuentas tiene como objeto “saber quién 

debe a quién y cuánto”, es decir, cuál de las partes es acreedora y cuál es 

deudora, declarando un saldo a favor de una de ellas y a cargo de la otra, lo 

cual conlleva a pagar la suma deducida como saldo. Claro está, debe quedar 

establecido dentro del proceso que “el demandado esté obligado a rendirlas 

por mandato de la ley y/o por razón de una relación contractual en virtud de 

la cual se desarrolle la actividad de administración de bienes o de dineros.”7   

 

 

5 Quintero, Beatriz – Prieto, Eugenio. Teoría General del Proceso. Bogotá D.C: Temis S.A. tercera 

edición. 2000.p. 374. comentando a Devis Echandía Hernando. Compendio de Derecho Procesal, t. 1 

6ª ed., Bogotá D.C: Editorial ABC. 1978. 

6 Reiterada en  Sentencia de Casación Civil del 12 de junio de 2001. Expediente No. 6050. M.P. Carlos 

Ignacio Jaramillo Jaramillo; Sentencia de Casación Civil del 14 de octubre de 2010. Expediente Exp. 

2001-00855-01. M.P. William Namén Vargas; Sentencia de Casación Civil del 13 de octubre de 2011. 

Expediente 11001-3103-032-2002-00083-01. M.P. William Namén Vargas. 

7 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia de Casación Civil del 26 de febrero de 2001. Exp. 

6048. M.P. Manuel Isidro Ardila Velásquez 



De manera que si tal proceso tiene como finalidad establecer, de un lado, la 

obligación legal o contractual de rendir cuentas, y de otro, determinar el saldo 

de las mismas, es indiscutible que uno y otro pronunciamiento cabe hacerlo 

en distintas fases, autónomas e independientes, como así se consagra, para 

cuando hay oposición, en los artículos 379 y 380 del C.G.P. 

 

La primera fase está concebida para declarar la obligación de rendirlas, porque 

como ya se anotó, esta surge o la impone la propia ley o el contrato, y la 

siguiente de condena, dirigida exclusivamente a establecer el quantum o valor 

de la obligación declarada en la etapa antecedente.  

 

De ahí que el numeral 4º del artículo 379, establezca que “si el demandado 

alega que no está obligado a rendir las cuentas, el punto se resolverá en la 

sentencia…”, y que “si en ésta se ordena la rendición”, el demandado las 

presentará en el término prudencial que el juez le señalará, de las cuales se 

dará traslado al demandante, y si éste formula objeciones, “se tramitaran 

como incidente que se decidirá mediante sentencia, en la cual se fijará el saldo 

que resulte a favor o a cargo del demandado y se ordenará su pago”. 

 

De modo que si la fase de condena presupone la certeza de la obligación legal 

o contractual de rendir cuentas, como que se trata de la ejecución de esa 

obligación, en hombros del demandante está entonces la carga de demostrar 

el vínculo que le sirve de fundamento a su pretensión para reclamar del 

demandado la rendición de cuentas.  

 

CASO CONCRETO 

 

De la legitimación en la causa y el reparo relativo a la prescripción 

 

Sea lo primero recordar que en todo proceso, con antelación a decidir sobre 

los extremos litigiosos planteados por las partes en las correspondientes 

oportunidades, debe el juzgador realizar los juicios de validez y eficacia del 

proceso con miras a determinar, en su orden, la ausencia de motivos de 

nulidad procesal y el cumplimiento de los requisitos de eficacia, que posibilitan 

un fallo de mérito, pues ante la ausencia de los últimos no cabe entrar a 

decidir sobre el derecho alegado. 

 



Los presupuestos para dictar sentencia de fondo, entonces, son asunto que 

oficiosamente debe controlar el Juez. Entre ellos se encuentra la legitimación 

en la causa, con respecto a la cual la Sala tiene serios reparos que llevan a 

negar las pretensiones, por razones que además se vinculan con el papel que 

juega la prescripción alegada por la parte demandada, como pasa explicarse: 

 

La sociedad de hecho, claro está,  

 

“no es ilegal porque se hubiesen omitido las formalidades anotadas, ni 

puede predicarse que esté incursa en nulidad o ineficacia alguna por esa 

omisión. Se trata, como se anticipó, de un acuerdo consensual de 

cooperación, cuyos extremos regulatorios surten efectos entre los 

asociados (último inciso del artículo 499 del Código de Comercio) quienes 

responden solidaria e ilimitadamente por las operaciones celebradas y 

por eso, la protección legal de la misma es incipiente, desde luego que 

se faculta a cada asociado para pedir en cualquier tiempo que se haga 

su liquidación y a que se liquide y pague su participación en ella y los 

demás asociados están obligados a proceder a dicha liquidación (artículo 

505 ib.)”8. 

 

Para lo que aquí importa, estima la Sala que la facultad de cualquier socio 

para pedir su liquidación (artículo 505 Código de Comercio) traduce que las 

de hecho son sociedades en latente estado de disolución y, en lo relativo a su 

liquidación, deben observarse, en lo pertinente, los artículos 218 y siguientes 

ibídem como quiera que 

 

"(P)ara efecto de establecerse la regulación pertinente a la existencia y 

disolución de una sociedad de hecho deben tenerse presente las normas 

especiales pertinentes, más no las generales relativas a las sociedades 

constituidas como personas jurídicas, bien sea regulares o irregulares. 

Pues mientras éstas últimas, tienen una vida como contrato social, gozan 

de personalidad jurídica y pueden tener, en el caso de las regulares un 

funcionamiento normal conforme a sus estatutos y a la ley; las otras, las 

llamadas sociedades de hecho propiamente dichas, por el contrario, por 

 

8 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 18 de julio de 2018. Rad. 11001-31-03-043-

2010-00202-01. M.P. Margarita Cabello Blanco. 



no ajustarse a los requerimientos mínimos que indica el ordenamiento 

estatal, carecen de una vida como personas jurídicas y deben 

desaparecer del mundo jurídico, cuando quiera que, por su 

estado permanente de disolución, los interesados pidan su 

liquidación...  (SC 8 de jun 1994, citada en SC-042-1998  3 jun 3 1998, 

rad. n°. 5109).”9 (negrillas fuera del texto original) 

 

De conformidad con lo dicho, se insiste, una vez acreditada la existencia de 

la sociedad de hecho, si también se solicita con la demanda, el Juez debe 

ordenar su liquidación y para esos efectos deberá nombrar el respectivo 

liquidador. 

 

detenimiento la situación, mientras no haya certeza 

sobre la existencia de la sociedad de hecho, naturalmente, no habría lugar a 

exigir rendición de cuentas a alguien como su administrador, por lo menos 

con ocasión de la gestión de los negocios que supuestamente constituyen su 

objeto10, y una vez la misma se encuentre estado de liquidación, ya sería el 

liquidador el llamado a dar noticia de las gestiones orientadas al cierre de 

cuentas societario (arts. 222 y 232 C. de Co.). 

 

Como se dijo, las implicaciones de lo considerado para la legitimación en la 

causa son trascendentales, en la medida que realmente es al liquidador a 

quien le corresponde, como una de sus primeras funciones, “exigir la cuenta 

de su gestión a los administradores anteriores, o a cualquiera que haya 

manejado intereses de la sociedad, siempre que tales cuentas no hayan sido 

aprobadas de conformidad con la ley o el contrato social” (numeral 2º artículo 

238 Estatuto Mercantil). De hecho, en añeja jurisprudencia la Sala Civil de la 

Corte enseñó que 

 

“(L)a liquidación de una sociedad como lo observan C. Houpin y H. 

Bosvieux (Traité General des Societés), tiene por objeto poner fin a todos 

los negocios pendientes, al pago del pasivo y a la repartición del activo, 

 

9 ibídem 

10 En tanto que tan variadas son las situaciones de hecho, que podría eventualmente una persona 

demandar para que se rinda cuentas en virtud de un mandato conferido para la administración de 

sus negocios o, por ejemplo, en el marco de unas cuentas en participación. 



si lo hubiere, entre los socios. Para todas esas operaciones es necesario 

tener como base y fundamento los libros de cuentas que hayan llevado 

los socios gerentes o administradores, así como los demás documentos 

en donde consten todas las operaciones sociales. Los administradores de 

una sociedad deben llevar los libros correspondientes, y a ellos incumbe 

esta obligación porque de ello resulta la comparación del activo y pasivo” 

 

Además, refiriéndose la Corte a la relación existente entre la liquidación de 

una sociedad de hecho y la rendición de cuentas, consideró que: 

 

“(L)a liquidación de una sociedad lleva, pues, necesariamente a la 

rendición de cuentas por el socio o socios que la hayan administrado, 

pues de otra manera sería imposible muchas veces aquella operación (…) 

 

Quien ha administrado bienes ajenos está siempre en la obligación de 

rendir cuentas, y en tratándose, como se trata en el presente caso, de 

la liquidación de una sociedad de hecho, en la que ambos socios 

administraron, al procederse a la liquidación y como parte 

integrante de esta, ambos deben rendir sus respectivas cuentas. 

Es cierto que el actor no fue contrademandado para que rindiera las 

cuentas de lo que ha administrado y por eso no puede dictarse ninguna 

resolución sobre el particular, pero esto no obsta para que quede vigente 

y viva esa necesidad cuando se proceda a la liquidación de la 

sociedad” (negrillas fuera del texto original).  

 

Es más, en el caso que analizó la Corte en ese momento, la primera pretensión 

del demandante fue la declaración de existencia de la sociedad de hecho, y la 

segunda consistió en ordenar al socio administrador la rendición de cuentas. 

Al respecto del último pedimento dijo la Corporación: 

 

“(P)udiera considerarse como redundante la segunda súplica de la 

demanda, pero en ningún caso ella contraría ningún texto legal, ni tiene 

alcance de eximir al socio demandante de rendir en oportunidad, 



es decir, dentro de la liquidación de la sociedad, las cuentas a que 

está obligado”11 (negrillas fuera del texto original) 

 

Lo considerado por la Jurisprudencia tiene todo el sentido si se mira incluso 

con el prisma de las normas mercantiles actuales relativas a la liquidación y a 

los procedimientos para llevar a cabo ese proceso, en la medida que el artículo 

530 del C.G.P ordena que “(U)na vez posesionado el liquidador deberá 

elaborar el inventario de activos y pasivos y presentarlo dentro del término 

que el juez le otorgue teniendo en cuenta el tamaño de la sociedad y el 

número de acreedores”. Ello se hace de cara a que ese inventario sea 

presentado en audiencia a los acreedores y a los socios, quienes podrán 

“formular objeciones, solicitar aclaración o complementación” (numeral 3º 

ibídem). 

 

Claro que, como antes se dijo, el liquidador puede y debe exigir cuentas a los 

anteriores administradores para poder lograr la confección de los inventarios 

que someterá al escrutinio de los interesados en la liquidación, razón esa por 

la que no resulta lógico pensar en una rendición de cuentas autónoma con 

trámite divergente al propiamente liquidatorio y a instancia de persona 

diferente al liquidador. Eso significa que los intereses del actor, en este caso, 

se encuentran con una irresoluble contrariedad: si en algún momento el 

demandado tuvo a su cargo la administración de la sociedad, naturalmente la 

perdió cuando el liquidador tomó posesión para ejercer esa función. Luego, la 

entrada del liquidador supone una previa disolución de la sociedad (que es 

latente en las de hecho), momento a partir del cual sólo él puede exigir 

cuentas a los antiguos administradores y es al liquidador, a su vez, a quien 

puede pedirse cuentas sobre el cierre de operaciones societario. 

 

Por lo anterior, para la Sala resulta contradictorio que, de una parte, al 

liquidador le  sea encomendada una labor que seguramente ya está 

adelantando con base en la información con que cuenta en el proceso 

liquidatorio, y de otra, se adelante un proceso de rendición de cuentas 

separado y a instancia de una persona diferente a aquél, cuando es el 

liquidador quien deberá responder de la realización de los activos y el pago 

 

11 Citas hasta aquí de tomadas de Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 28 de marzo 

de 1938. Publicada en Gaceta Judicial n°. 1934 Tomo XLVI, pág. 262 – 264. M.P. Liborio Escallón 



de pasivos frente a terceros, como serían los acreedores externos de la 

sociedad, sean de naturaleza laboral, tributaria, comercial o civil.  

 

En este particular caso, el liquidador inicialmente nombrado se posesionó el 6 

de julio de 2015 (fl 32 pdf 32 “proceso liquidatorio”), lo cual respondió a lo 

ordenado en la sentencia del 27 de abril de 2012 dictada por el Juzgado 

adjunto al Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad (fls 83 y siguientes pdf 01 

“proceso ordinario”), misma que fue confirmada mediante providencia emitida 

el 6 de agosto de 2014 por la Sala Civil especializada en Restitución de Tierras 

del Tribunal Superior de Antioquia ( por virtud de descongestión fls 180 y 

siguientes pdf ibídem). En consecuencia, sin perder de vista que entrada en 

liquidación la sociedad de hecho, los actos societarios deben reducirse a los 

necesarios para ese inmediato fin(artículo 222 Código de Comercio), como se 

pidió de manera consecuencial en la primigenia demanda para declarar la 

existencia de la sociedad, lo cierto del caso es que desde entonces es aquel 

agente o auxiliar de la justicia el único legitimado para exigir cuentas a los 

administradores anteriores y rendir, a su vez, las que a él correspondan. 

 

Son así las cosas, porque está fuera de discusión que las cuentas relativas a 

la liquidación sólo pueden ser pedidas al liquidador, mientras que este es 

quien puede y debe pedir las correspondientes a quienes administraron la 

sociedad con antelación a la fecha en que asumió cargo. Además, aceptando 

en gracia de discusión que el aquí demandante estuviese legitimado para 

pedir cuentas al demandado, para la Sala refulge por evidente que operó la 

prescripción de la “acción” con la que contaba. 

 

Es que el artículo 1625 del C.C establece diferentes modos de extinguir las 

obligaciones, entre los cuales se enlista la prescripción. Concordante con lo 

anterior, el artículo 2512 ibídem señala que la prescripción es tanto un modo 

de adquirir las cosas ajenas, como una forma de extinguir las acciones o 

derechos ajenos, por haberse poseído aquellas y no haberse ejercido las 

acciones y derechos durante cierto “lapso de tiempo” (sic). Por su parte, 

establece el artículo 2535 ibídem que la prescripción extintiva de las acciones 

y derechos ajenos exige solamente el transcurrir de cierto tiempo durante el 

cual no se hayan ejercido las respectivas acciones, cuyo conteo se inicia desde 

que, entre otras cosas, “la obligación se haya hecho exigible”. 

 



Ahora bien, vista tal institución en el campo de las acciones civiles y 

administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones o de la 

violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio (conflictos 

societarios),  y en la ley 222/95, debe tenerse en cuenta que las mismas 

prescriben en cinco (05) años por virtud de lo dispuesto en el artículo 235 de 

esta última, precepto que aclara o complementa lo previsto por el artículo 256 

del C. de Co. de la siguiente literalidad: “(L)as acciones de los asociados entre 

sí, por razón de la sociedad…, prescribirán en cinco años a partir de la fecha 

de disolución de la sociedad…” 

 

Ahora, la confusión que había para aplicar literalmente el artículo 256 del C.de 

Co. en el caso de las sociedades de hecho, radicaba en que tal precepto señala 

como hito de partida la “fecha de disolución de la sociedad”, situación esta  

que es inmanente a aquellas y por ende perdura en el tiempo desde su 

conformación, precisamente porque no surge de ese contrato una persona 

jurídica. Por tanto, en buena hora la jurisprudencia ha despejado toda duda 

al decantar que 

 

“(C)on todo, de haber discrepancias entre los asociados, por razón del 

contrato social, el término prescriptivo aplicable es el previsto en el 

artículo 235 de la Ley 222 de 1995, modificatoria del libro II del Código 

de Comercio (sobre sociedades comerciales) (...)  Conteo que se inicia 

desde cuando la obligación se ha hecho exigible, según los términos del 

inciso segundo del artículo 2535 del Código Civil, aplicable por remisión 

del canon 822 del Estatuto Mercantil. 

 

El término de prescripción antedicho es igual al previsto en el artículo 

256 del Código de Comercio, solo que este dispone que ese quinquenio 

deba comenzar a contarse a partir de la fecha de disolución de la 

sociedad y la de hecho pareciera estar siempre en ese estado, con lo cual 

se genera una confusión, que salva el aludido precepto 235 de la Ley 

222.”12 

 

 

12 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 18 de julio de 2018. Rad. 11001-31-03-043-

2010-00202-01. M.P. Margarita Cabello Blanco. 



El citado artículo 235 de la Ley 222/95, dispone: “las acciones penales, civiles 

y administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones o de la 

violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio y en esta 

ley, prescribirán en cinco años, salvo que en ésta se haya señalado 

expresamente otra cosa.” Cabe preguntarse entonces: ¿desde cuándo 

comienza a contarse el término de prescripción en casos como este? La 

respuesta se encuentra en las palabras sentenciosas del Profesor Fernando 

Hinestroza, quien al respecto, citando una Sentencia de Casación del 4 de 

noviembre de 1930, enseña que: “es de sentido común, a la vez que, de 

equidad elemental, que la cuenta del término de prescripción no se inicie 

antes de que la acción nazca…” 13.  

 

Para la Sala es claro entonces que en estos casos el hito para que despunte 

el término para demandar la rendición de cuentas es, en el mejor de los casos 

para los intereses de la parte demandante, la fecha en que alcanzó ejecutoria 

la sentencia que declaró la existencia de la sociedad de hecho dictada por el 

Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Medellín (adjunto), es decir, el 6 de agosto 

de 2014, y más precisamente desde que se surtió la notificación de la 

sentencia confirmatoria de segunda instancia dictada por la Sala Especializada 

en Restitución de Tierras del Tribunal de Antioquia que, ocurrió a través de 

notificación de su apoderada en la Corporación que la dictó (fl 196 pdf proceso 

ordinario) el 11 de agosto de ese año. Pero en este caso la demanda se 

presentó apenas el 18 de enero de 2021, lo cual sería suficiente para declarar 

prescrita la acción.  

 

Finalmente, no sobra recordar que lo antes considerado aplica para todo tipo 

de sociedades de hecho independientemente de su índole civil o comercial, 

debido a que: 

 

i) conforme a lo dispuesto en el artículo 1º del Código de Comercio: 

“(L)os comerciantes y los asuntos mercantiles se regirán por las 

disposiciones de la ley comercial, y los casos no regulados expresamente 

en ella serán decididos por analogía de sus normas”.  

 

 

13 Hinestrosa Fernando. La Prescripción Extintiva. Bogotá DC: Editorial Universidad Externado de 

Colombia. 2ª Edición. p. 109. 



ii) en virtud de lo dispuesto en el artículo 2º ib., solo en los asuntos 

comerciales que no pudieren regularse conforme a la regla anterior “se 

aplicarán las disposiciones de la legislación civil” 

 

iii) Por mandato del art. 1º de la Ley 222/95, que se incorporó al art. 100 

del Estatuto Comercial  

 

“(S)e tendrán como comerciales, para todos los efectos legales, las 

sociedades que se formen para la ejecución de actos o empresas 

mercantiles. Si la empresa social comprende actos mercantiles y 

actos que no tengan esta calidad, la sociedad será comercial. Las 

sociedades que no contemplen en su objeto social actos 

mercantiles, serán civiles. Sin embargo, cualquiera que sea su 

objeto, las sociedades comerciales y civiles estarán sujetas, 

para todos los efectos, a la legislación mercantil.”  (negrillas 

fuera del texto original) 

 

Así las cosas, no encuentra la Sala necesario entrar en el estudio de los demás 

reparos formulados en el recurso de apelación, en tanto que el análisis de las 

pretensiones se queda apenas en lo relativo a la legitimación en la causa y en 

el fenómeno prescriptivo, que en conjunto impiden y tornan insustancial 

cualquier análisis adicional. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia de procedencia 

y fecha indicadas para en su lugar negar las pretensiones de la demanda, 

por las razones ofrecidas en el aparte considerativo de esta providencia.  

 

Costas en ambas instancias a cargo del demandante y en favor del 

demandado. Ejecutoriada esta sentencia, se procederá por la Magistrada 

sustanciadora a fijar las agencias en derecho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 



 

 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA  

 

 

 

Con salvamento de voto 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

MAGISTRADO 

 

 

 

 

 

 

             

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

MAGISTRADO 
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